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LEY GENERAL PARA LA PREVENCIÓN Y GESTIÓN INTEGRAL DE LOS 

RESIDUOS 

(FEDERAL) 

 

Artículo 1.- La presente Ley es reglamentaria de las disposiciones de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos que se refieren a la protección al ambiente en materia de 

prevención y gestión integral de residuos, en el territorio nacional.  

Sus disposiciones son de orden público e interés social y tienen por objeto garantizar el 

derecho de toda persona al medio ambiente sano y propiciar el desarrollo sustentable a 

través de la prevención de la generación, la valorización y la gestión integral de los residuos 

peligrosos, de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial; prevenir la contaminación 

de sitios con estos residuos y llevar a cabo su remediación, así como establecer las bases 

para: 

 

 III. Establecer los mecanismos de coordinación que, en materia de prevención de la 

generación, la valorización y la gestión integral de residuos, corresponden a la Federación, 

las entidades federativas y los municipios, bajo el principio de concurrencia previsto en el 

artículo 73 fracción XXIX-G de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

 

Artículo 6.- La Federación, las entidades federativas y los municipios, ejercerán sus 

atribuciones en materia de prevención de la generación, aprovechamiento, gestión integral 

de los residuos, de prevención de la contaminación de sitios y su remediación, de 

conformidad con la distribución de competencias prevista en esta Ley y en otros 

ordenamientos legales. 

 

 

 

Artículo 7.- Son facultades de la Federación:  

 

I. Formular, conducir y evaluar la política nacional en materia de residuos así como elaborar 

el Programa Nacional para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, el Programa 

Nacional para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos de Manejo Especial y el 

Programa Nacional de Remediación de Sitios Contaminados y coordinar su instrumentación 

con las entidades federativas y municipios, en el marco del Sistema Nacional de Planeación 

Democrática, establecido en el artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 

 

 

 

 

 

 

 


